DECRETERO DE SENTENCIAS

//tevideo, 30 de julio de 2009.

No. 343

V I S T O S  : 




Para sentencia definitiva, estos autos caratulados: “HERNÁNDEZ, HEBER con INTENDENCIA MUNICIPAL DE MONTEVIDEO. Acción de nulidad” (Ficha No. 1079/06).



R E S U L T A N D O  :  




I) Que la parte actora promovió demanda de nulidad (fs. 34-41), contra el “Acto tácito por el que la demandada pretende cobrar contribución inmobiliaria y primera cuota por retroactividad correspondiente al período 2000-2004, respecto a la unidad...” 108 del Block F del Complejo Habitacional CH99. 


Expresó que el acto tácito impugnado es ilegítimo por cuanto no se cumplen a su respecto los requisitos establecidos en la normativa departamental vigente para ser sujeto pasivo del tributo (“...propietarios, poseedores a cualquier título, promitentes compradores con promesa inscripta y mejores postores  de remate judicialmente aprobado...”). 

 
Señaló que es promitente comprador (con promesa no inscripta) ante el Banco Hipotecario del Uruguay, de la unidad 108 del Block F perteneciente al Complejo Habitacional CH99, el que fue construido en el marco de convenios celebrados entre el BHU y la Intendencia Municipal de Montevideo, al amparo de la ley de propiedad horizontal Nº 10.751 y sus modificativas, correspondiendo la adjudicación y administración al BHU, por imperio del Decreto del Poder Ejecutivo 416/972.

 
Destacó que como surge del informe emitido por el Gobierno Departamental, de fecha 25 de julio de 2006, cuya fotocopia se acompaña, el inmueble asiento del complejo es propiedad de la Intendencia Municipal de Montevideo, así como todas las edificaciones por accesión (arts. 487 inc. 1º, 731, 748 y ss. del Código Civil). Por otra parte, indicó que existiendo una norma de rango constitucional (Ley interpretativa Nº 16.226) que consagra la inmunidad impositiva de los gobiernos departamentales, es claro que la obligación de pagar el tributo nunca nació. 

 
Precisó que quienes contrataron con el Banco, no comenzaron a poseer su unidad con “animo de dueño”, como surge de la cláusula sexta del contrato de promesa, agregado con la demanda. Añadió que la simple lectura del contrato pone de manifiesto que la relación del promitente comprador con el inmueble es totalmente ajena a la figura del poseedor que invoca la Comuna. De hecho, se deja expresa constancia que hasta tanto no se otorgue la escritura de compraventa, el promitente comprador detentará la cosa en nombre del Banco. Puntualizó que para decir que el actor es poseedor, sería necesario establecer con fehaciencia que ha dejado de detentar el inmueble a nombre del Banco (al que consideraba dueño) para pasar a detentarlo en nombre propio, excluyendo a cualquier tercero que quisiera invocar derecho sobre la cosa. 

 
Sostuvo además, que su promesa de compraventa (al igual que todas las del Complejo) no está inscripta, tal como surge del informe registral que se acompaña; en consecuencia, carece de la garantía real que le confiere la inscripción registral (Conf. Jorge Gamarra, Tratado de Derecho Civil Uruguayo, T IV, FCU, 1989, pág. 8 y ss.). 

 
Concluyó que al no estar inscripta la promesa, la situación del promotor, así como la de todos los habitantes del CH99, no coincide con ninguno de los sujetos pasivos que prevé la norma tributaria departamental para ser contribuyentes. 

 
En definitiva, solicitó el amparo de la demanda. 
   

II) La Administración demandada, compareció a fs. 56-61, evacuando el traslado conferido.

 

Manifestó como cuestión previa que el actor compareció ante el Juzgado de Paz Departamental de la Capital de 9º Turno, promoviendo demanda por pago de lo indebido -acción reparatoria patrimonial- precisamente en virtud de los mismos hechos que emanan del acto administrativo resistido.

 

Contestando la demanda, adujo que si bien el art. 41 del Decreto Departamental Nº 29.434 de 10/05/01 (art. 441 TOTIM) refiere al sujeto pasivo del tributo, mencionando a los propietarios, poseedores a cualquier título, promitentes compradores con promesa inscripta, etc., la exigencia de la inscripción de la promesa se enerva en la especie. Agregó que  no solo todas las promesas en las que interviene el BHU no se inscriben -el Banco no exige y no controla que los compromisos sean inscriptos-, sino que de hecho ninguna de las promesas otorgadas por el BHU -por lo menos las relativas al sistema público- se inscribe, ya que los promitentes compradores tienen la garantía de haberlas otorgado con una institución pública, que no está embargada. Añadió que en mérito a la denominada teoría de los actos propios, la parte actora no puede fundarse en su propia inacción: la no inscripción de la respectiva promesa de compraventa.

 
Indicó, por otra parte, que no cabe duda que los habitantes del complejo tienen la calidad de poseedores, ya que si bien es cierto que en el respectivo contrato se establece que el promitente comprador tiene el inmueble a nombre del Banco, esta cláusula deviene simplemente como una forma de garantía, puesto que los actores entraron al inmueble sin entregar suma de dinero alguna, teniendo que abonar cuotas mensuales hasta llegar a la integración total del precio correspondiente. Además, en el mismo contrato se les reconoce la calidad de poseedores de los inmuebles al reglamentarse el régimen en materia de incumplimiento y la eventual rescisión del contrato, ya que se pactó que, de no entregarse voluntariamente el bien (restitución) la parte promitente vendedora estaría facultada para retomar la posesión de la finca. Concluyó -citando opiniones doctrinarias- que resulta obvio que la posesión de la finca la detenta el promitente comprador.
 
En cuanto a si el terreno es de propiedad municipal, afirmó que ello no cabe duda; pero señaló que dicho extremo no convierte a las construcciones en “viviendas municipales” desde el punto de vista tributario. Añadió que de acuerdo a la definición dada por el art. 14 del Decreto Nº 30.094 de 22/10/02 que establece qué se entiende por vivienda municipal a los efectos tributarios, debe concluirse que el complejo “CH 99” no puede ser considerado tal y por lo tanto los promitentes compradores, a partir de enero de 2003, están obligados al pago del tributo contribución inmobiliaria.


En definitiva, solicitó la confirmación del acto enjuiciado.


 
 
III) Se abrió el juicio a prueba, habiéndose producido la que luce certificada a fs. 73; alegaron las partes por su orden, fs. 75-78 y 81 y vto., respectivamente. 

 


IV) Se oyó al Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, quien se expidió en Dictamen Nº 253/2008, fs. 84-86.

 


V) Se citó para sentencia, la que se acordó en legal y oportuna forma, previo estudio de los Sres. Ministros.
 

C O N S I D E R A N D O  :

 

I) Que desde el punto de vista formal, se han cumplido adecuadamente los requisitos exigidos por las normas respectivas para habilitar la acción de nulidad. 



II) Se procesa en autos, el acto tácito por el cual la parte demandada -la Intendencia Municipal de Montevideo- pretende cobrar al actor la contribución inmobiliaria y la primera cuota del tributo, por concepto de retroactividad correspondiente al período comprendido entre los años 2.000 y 2.004.-

 


III) Los argumentos de las partes, se encuentran explicitados en el capítulo de RESULTANDOS de la presente, al cual corresponde remitirse, “brevitatis causae”.-

 


IV) Emerge de los antecedentes agregados a la causa, que el demandante, Sr. Heber Hernández,  es promitente comprador, con  promesa no inscripta, de la unidad 108 del Block F del Complejo Habitacional “CH 99”, ubicado en  el predio ubicado entre la Avenida Rivera y el Boulevard José Batlle y Ordóñez, el que fue construido por convenio celebrado entre la Intendencia Municipal de Montevideo (propietaria de los padrones asiento del complejo habitacional) y el Banco Hipotecario del Uruguay.

 


V) El “thema decidendum”.-

           El objeto central de la controversia, consiste en dilucidar si el accionante es sujeto pasivo del tributo que se reclama.

 
A ese respecto, dijo en lo medular, el Procurador del Estado:

          “…De manera que no encartando el actor en ninguna de las cuatro hipótesis que en relación al inmueble plantea el hecho generador de la Contribución Inmobiliaria, corresponde concluir que este hecho generador no se ha verificado a su respecto. Se trata de una situación de ininclusión o no sujeción” (cf. Dictamen No. 253/2.008, fs. 85 vto.).-

 
Pues bien, por las razones que se expresarán seguidamente, el Tribunal, por la unanimidad de sus miembros, comparte el criterio sustentado en la especie por el citado dictaminante. Asiste razón al actor, cuando considera que en su caso, no se ha configurado el hecho generador.

 
Veamos:

                De acuerdo a lo que prevé el art. 441 del TOTIM son sujetos pasivos del tributo, “los propietarios, los poseedores a cualquier título, los promitentes compradores con promesa inscripta y mejores postores de remate judicialmente aprobado, respecto de bienes inmuebles ubicados dentro de la zona urbana de Montevideo”.

 
Entonces, corresponde determinar en la especie, si el actor se ubica en alguno de los supuestos previstos en la norma; y para ello se atenderá a los términos del contrato calificado como promesa de compraventa, celebrado por el accionante, con el Banco Hipotecario del Uruguay; se trata de una promesa de compraventa  no inscripta en el registro respectivo (ver fs. 4 a 7 en autos) del cual se deduce que el demandante no reviste la calidad de propietario del inmueble, no es mejor postor en remate judicialmente aprobado, no es un promitente comprador con promesa inscripta (ver fs. 29 y sigs. en autos) ni es tampoco un poseedor; en esta última hipótesis, en cuanto este órgano jurisdiccional colegiado, comparte la opinión del Procurador del Estado, cuando sostiene que el requisito de la inscripción de la promesa respectiva, es de orden sustancial, a fin de dotar a la promesa de fecha cierta y hacer nacer los derechos reales respectivos; queda por último, definir si el accionante es o no un poseedor:

 
Contrariamente a lo sustentado por el órgano estatal demandado, considera la Corporación que el accionante no es un poseedor, pues de acuerdo a lo establecido en la cláusula 6ta. del contrato concertado y firmado por éste con el Banco Hipotecario, la ocupación de la Unidad lo es a título precario y hasta tanto tenga lugar la escritura de compraventa; ver también lo que surge del acta de “entrega de llaves” (fs. 5 en la causa).-ergo, se trata de una situación especialísima; y cuando se confunden la persona del sujeto activo con la del sujeto pasivo de la relación jurídico-tributaria, la obligación no llega a nacer (cf. Dictamen citado, fs. 86).-


En otro orden, debe señalarse que la Intendencia Municipal demandada se contradice, al reclamar con retroactividad, el pago de las contribuciones atrasadas, pues surge de sus propias expresiones que “a partir del mes de enero del año 2.003, los promitentes compradores están obligados al pago de la Contribución Inmobiliaria” cuando antes estaban exonerados (ver escrito de la parte demandada, a fs. 61 en esta causa).-Dice a este respecto, el escrito referenciado:

              “…De acuerdo a esta definición, establecida por Decreto de la Junta Departamental de Montevideo, con fuerza de ley dentro de su jurisdicción, el complejo “CH 99” no puede ser considerado vivienda municipal y por lo tanto los promitentes compradores a partir de enero de 2.003 están obligados al pago de tributo de Contribución Inmobiliaria, porque como viene de verse se encuentran comprendidos en la norma municipal y no existe exoneración alguna a su respecto”; ergo, se infiere de las propias expresiones de la demandada que, antes de enero de 2.003, el accionante no debe contribución inmobiliaria.-

 


VI) Por último, el Tribunal considera que no corresponde en la especie, declarar la nulidad del acto “en interés de la regla de derecho o de la buena administración, con efectos generales y absolutos” según lo prevé el art. 311 in fine de la Constitución Nacional, en virtud de las reclamaciones iniciadas por algunos promitentes compradores en sede civil y su posible vinculación con el reparatorio patrimonial. En otros términos, como lo indica el art. 311, inc. 1º de la Carta, la decisión que habrá de recaer en la presente, “tendrá efecto únicamente en el proceso en que se dicte”.-.

 
Por estos fundamentos y atento a lo preceptuado en el art. 309 de la Constitución Nacional, art. 441 del TOTIM y arts. 24-25 del decreto-Ley 15.524, el Tribunal,



F A L L A  : 
                  

Acógese la demanda instaurada; y en su mérito, anúlase el acto administrativo impugnado.-

 
Sin sanción procesal específica.

 
A los efectos fiscales, fíjanse los honorarios del abogado de la parte actora en $ 18.000 (pesos uruguayos dieciocho mil).
 
Oportunamente, devuélvanse los antecedentes administrativos agregados; y archívese.
Dr. Harriague, Dr. Lombardi, Dr. Preza (r.), Dra. Sassón, Dr. Monserrat. Dra. Petraglia (Sec. Letrada).
